El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia - 2ª instancia – 12 de marzo de 2018

Proceso: 

 Servidumbre de Conducción Eléctrica
Radicación No.:

 66682-31-03-001-2014-00221-02
Demandante: 


EMPRESA DE ENERGÍA ELÉCTRICA  SA ESP
Demandado:

MARIA ALICIA DURAN DE GUERRERO
Magistrado Ponente: 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:


SERVIDUMBRE DE ENERGÍA ELÉCTRICA / AUSENCIA DE NORMAS PARA AVALUAR SERVIDUMBRES DE ENERGÍA /PUEDE ACUDIRSE POR ANALOGÍA A NORMATIVA DE EXPROPIACIÓN / OBJECIÓN DICTAMEN NO PROSPERA / DAÑO POR LA IMPOSICIÓN DE SERVIDUMBRE / DEBE INCLUIRSE DEVALUACIÓN DEL BIEN. Para tal propósito se tiene que la experticia allegada por segunda ocasión, visible a folios 326 a 410, cuaderno principal, No. 2, señala como metodologías la de comparación o de mercado y costo de reposición, según el Decreto 1420 de 1998 (Reglamentado por la Resolución 620 de 2008), y si bien se excluyó de la alzada ese aspecto, indispensable es referirlo para comprender que es la única referencia existente para adelantar la gestión encomendada.
La referida resolución es reglamentaria de la Ley 388 de 1997 sobre ordenamiento territorial (Modificatoria de la Ley 9ª de 1989), contentivas todas de regulaciones particulares sobre avalúos, en especial para expropiaciones, como aduce el apelante, mas también es incontrastable, como admite el mismo actor, que no hay normas aplicables específicamente para avaluar servidumbres de conducción de energía eléctrica en Colombia. Ni la Ley 56 de 1981, ni su decreto reglamentario (2580 de 1985, hoy Decreto compilatorio No. 1073 de 2015), ofrecen normas y metodologías particulares para la servidumbre de marras.

(…)

Puestas así las cosas, no deviene caprichoso ni arbitrario que se acuda en forma analógica a esas regulaciones, pues existe un vacío que debe ser suplido, y en adición indiscutido es que, en términos jurídicos, son categorías conceptuales harto diversas la expropiación y la servidumbre, empero mal puede pasarse por alto que desde el punto de vista material, para el caso examinado las áreas de terreno ocupadas con la torre 80 y sus zonas de seguridad aledañas (Energizadas), han quedado sin posibilidad de explotación económica o provecho de cualquiera otra índole.
De las dos pericias obrantes en la foliatura, se acoge la última, allegada para acreditar la objeción, prohijando la razón esgrimida por la falladora de instancia, al aducir que se ajusta más a la realidad en cuanto actualiza las sumas de dinero, pues en esencia los dos trabajos se estructuran en su fundamentación de la misma manera. Así entonces, el análisis se centra en la segunda peritación.

Se cuestionó en los reparos concretos, entre otros, la insuficiencia de la peritación avaluatoria para tasar el daño causado con la imposición de la servidumbre y que el monto determinado resulta excesivo, de tal modo que constituía un enriquecimiento sin causa. En la sustentación en esta sede, se insistió en reprochar el dictamen, sin ofrecer la debida argumentación que permitiera comprender el alcance del descontento, se declaró desierto lo atinente a las limitaciones del RETIE y la normativa aplicable. En todo caso, para la Sala mayoritaria resulta infundada la censura

(…) 
En suma, la probanza en comento tiene suficiente poder suasorio, por hallarla acorde a las pautas del artículo 241, CPC, dicho de manera extensa: tiene firmeza, cuenta con claridad y precisión, se observa calidad en sus fundamentos y proviene de persona idónea en la materia en la que conceptúa.

En este orden de ideas, el corolario imperativo para esta Superioridad es la confirmación de la providencia impugnada, habida cuenta de estimar infundado el recurso vertical empleado para combatirla, la que será adicionada para denegar la objeción al dictamen pericial, formulada en la fase de conocimiento.
Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Proceso: servidumbre de conducción eléctrica

Demandante: Empresa de Energía Eléctrica  SA ESP, hoy Grupo Energía Bogotá S.A. ESP.
Apoderado: Raúl Mauricio Sastoque Rosas
Demandada: María Alicia Durán de Guerrero

Apoderado: Nelson Uribe Ramírez

Radicado:
66682-31-03-001-2014-00221-02
Fecha audiencia: marzo 12 de 2018. Hora: 2:00 pm.
HECHOS DE LA DEMANDA:  La sociedad demandante fue  seleccionada para la ejecución del proyecto sobre diseño, suministro, construcción, operación y mantenimiento de la Subestación Armenia 230 KV y líneas de transmisión asociadas, en virtud de resoluciones expedidas por el Ministerio de Minas y energía que adoptó el plan de Expansión de Referencia Generación – Transmisión 2009 -2023, elaborado por la Unidad de Planeación Minero –Energética – UPME, encargada de la planeación integral del sector minero energético en el país.

Para la construcción de esa infraestructura eléctrica se afecta parcialmente el inmueble denominado La Esmeralda, ubicado en la vereda Aguazul de Santa Rosa de Cabal, identificado con matrícula inmobiliaria No. 296-8829 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de ese lugar, de propiedad de la demandada, con quien no se ha podido llegar a un acuerdo sobre el valor a pagar por el monto de la servidumbre necesaria para el proyecto. Se explica el procedimiento para fijar el monto de la indemnización y concluye que en este caso se estimó en $22.875.443.

PRETENSIONES: Imponer como cuerpo cierto, a favor de la demandante, la servidumbre legal de conducción de energía eléctrica con ocupación permanente sobre el predio La Esmeralda, ya identificado, para construir la torre T-080; el área del terreno será de 12.030 metros cuadrados; la zona de ocupación se encuentra identificado dentro del plano que se anexa a la demanda. En consecuencia, a) autorizarla para construir la torre y pasar las líneas de conducción de energía eléctrica por la zona de servidumbre del predio afectado; b) transitar libremente su personal para los fines propias de la construcción, verificarla, repararla, modificarla, mejorarla, conservarla, mantenerla y ejercer su vigilancia; c) remover cultivos y demás obstáculos; d) autorizar a las autoridades militares y de policía brindarles protección para ejercer el goce efectivo de la servidumbre; e) construir vías de carácter transitorio y/o utilizar las que existan para llegar a la zona de servidumbre; la empresa pagará el costo de las mejoras y cultivos que resulten afectados. Además, prohibir a la demandada la siembra de árboles que puedan alcanzar las líneas o sus instalaciones y ejecutar obras que obstaculicen el uso de la servidumbre; determinar el monto de la indemnización y el valor de la retención en la fuente y ordenar la inscripción del fallo.
OTROS TRÁMITES: Después de admitida la demanda por auto del 27 de agosto de 2014, se practicó inspección judicial al inmueble el día 11 de septiembre siguiente, y en ese acto el juzgado impuso la servidumbre de manera provisional, autorizó la ejecución de obras y ordenó inscribir esa decisión en la Oficina de Registro respectiva.
RESPUESTA DEMANDA: Por medio de apoderado, manifestó la demandada no constarle algunos hechos de la demanda, otros fueron aceptados y negó el relacionado con el valor de la indemnización, a cuyo monto se opuso.

TRÁMITE POSTERIOR: Se designaron entonces peritos para el avalúo respectivo, quienes avaluaron la indemnización a cancelar a la demandada; posteriormente se nombró otro perito porque el demandante objetó el dictamen por error grave.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 16 de febrero de 2017.  En ella se impuso la servidumbre  en el predio relacionado en la demanda, sobre un área de  13.107.50 metros cuadrados; se indicaron como valores a indemnizar  las sumas de $349.934.000 por daños y perjuicios y $36.840.450 por el valor de la servidumbre, a la que se le descuentan los $22.845.443 consignados por la demandante, quedando el saldo en $13.995.007.

Para decidir así, con fundamento en providencia de este tribunal, consideró que debía indemnizarse el valor del predio ocupado por la zona afectada y la disminución del valor integral del bien. Luego dijo que no se probó el error grave alegado por la demandante, sino su inconformidad con los dos avalúos. Se acogió el segundo dictamen porque en la demanda se dijo que la zona a ocupar era de 12.030, cuando en realidad es de 13.107,50. (Folios 425 a 432)

RECURSO DE APELACIÓN. Lo interpuso la parte demandante. Pretende se corrija el área de servidumbre a que se refiere el numeral primero del fallo, en el sentido de que es de 12.030 M2 y se revoque y reduzca el monto de la indemnización. Los reparos están a folios 433 y ss. En ellos se critica la valoración que se hizo a los dictámenes y considera que no deben ser apreciados; además, que se produce un enriquecimiento sin causa, con fundamento en unos errados peritajes.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA:

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso la parte demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 16 de febrero de 2017, en el proceso sobre imposición de servidumbre legal de conducción de energía eléctrica, instaurado por la Empresa de Energía de Bogotá SA ESP, hoy Grupo Energía Bogotá S.A. ESP, contra la señora María Alicia Durán de Guerrero.

Se advierte que la decisión se adopta por la mayoría, pues no estuve de acuerdo con la motivación; tampoco, al menos totalmente, con la decisión. Por tanto, dentro del término oportuno, presentaré mi aclaración y salvamento parcial de voto

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación. Además, las partes están legitimadas en la causa.
2. De acuerdo con los precisos límites que impone a este Tribunal el inciso 1º del artículo 328 del Código General del Proceso, su competencia funcional para desatar el recurso queda circunscrita a analizar si es del caso reducir el monto de las indemnizaciones impuestas, que fueron fijadas por el juzgado de primera instancia en las sumas de $349.934.000 y $36.840.000, con sustento en el dictamen pericial que se practicó en el curso del proceso, como prueba de una objeción por error grave al peritaje inicialmente rendido.
Lo anterior, teniendo en cuenta además que en la audiencia pasada se declaró desierto la alzada sobre algunos de los reparos que la parte demandante formuló ante el juez de primera instancia y se  decidió que solo se analizarían los que guardan relación con falta de sustentación del dictamen pericial y el enriquecimiento sin causa, por el avalúo.
3. La ley 56 de 1981 prevé los mecanismos para la determinación y el pago del monto de la indemnización correspondiente al propietario del inmueble sobre el cual se impone la servidumbre pública de energía eléctrica. El artículo 27 dice que en la demanda, la entidad interesada deberá estimar el valor de los daños que se causen en forma explicada y discriminada y poner a disposición del juzgado la suma correspondiente; el 29 expresa que cuando el demandado no estuviere conforme con la estimación de los perjuicios podrá pedir, en el término que allí se señala, que se decrete la práctica de un avalúo pericial y el 31 expresa que con base en los estimativos, avalúos y demás pruebas que obren en el proceso, el juez dictará sentencia, señalará el monto de la indemnización y ordenará su pago y que si en la sentencia se fijare una indemnización mayor que la suma consignada, la entidad demandante deberá pagar la diferencia en favor del poseedor o tenedor del predio, y desde la fecha que recibió la zona objeto de la servidumbre hasta el momento en que deposite el saldo, reconocerá intereses sobre el valor de la diferencia, liquidados según la tasa de interés bancario corriente en el momento de dictar la sentencia.
Surge de esas disposiciones que el monto de la indemnización es el resultado de la estimación por parte de la entidad demandante y de las pruebas decretadas y practicadas en el proceso respectivo, principalmente, cuando fuere el caso, el avalúo pericial solicitado por el demandado y el avalúo adicional que eventualmente se ordene y practique en el trámite de contradicción de aquél, más el interés bancario corriente sobre dicha suma. 
4. En la demanda solicitó la empresa demandante imponer a su favor servidumbre legal de conducción de energía eléctrica con ocupación permanente, sobre el predio La Esmeralda, ubicado en la vereda Aguazul del municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, identificado con matrícula inmobiliaria No.  296-8829 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del mismo municipio, en un área de 12.030 metros cuadrados, con el fin de construir la torre No. T-080. El monto de la indemnización por el derecho reclamado se tasó en $22.875.443.

5. La demandada no estuvo de acuerdo con esa estimación y solicitó se designaran peritos para que avaluaran los daños que se causen y tasen la indemnización a que haya lugar. Concretamente alegó que el valor ofrecido no comprende los perjuicios en su integridad, “involucrando daño emergente y lucro cesante y estimando el valor del suelo en cifras no reales en términos comerciales”, de acuerdo con la localización del predio, cercano al perímetro urbano y “con redes infraestructurales de servicios públicos domiciliarios”. Agregó que la suma ofrecida deja de reconocer el valor real del suelo, potenciales de aprovechamiento y su aproximación a un entorno clara y evidentemente dotado de redes infraestructurales de servicios. (Folios 55 a 58).
6.  El juzgado ordenó entonces la práctica de un dictamen que fue elaborado por un perito tomado de la lista de auxiliares de la justicia con la que para entonces se contaba y por otro de la lista de peritos del Instituto Geográfico Agustín Codazzi IGAC. (Folios 174 a 206)

En ese trabajo y para hacer referencia a lo que al caso interesa, después de identificar por sus principales características el inmueble que sufrirá el gravamen, se indicó que su extensión es de 19.19412 hectáreas y que el espacio que ocupará la servidumbre es de 12.030 metros cuadrados; se expresó que cuenta con vivienda principal, otra para el casero, cinco cabañas, un salón cabañas y un “ordeño corral”, cada uno de los cuales se describió. Luego se expresó que los métodos empleados para realizar el avalúo comercial del bien serían el de comparación o de mercado y el de costo de reposición de acuerdo con el Decreto 1420 del 24 de julio de 1998, reglamentario de la ley 388 de 1997 y la Resolución No. 620 del 23 de septiembre de 2008 expedida por el IGAC.

Se afirmó que esta entidad, para el año 2013, avaluó ese inmueble en $1.024.058.900 (mil veinticuatro millones cincuenta y ocho mil novecientos) ; para la fecha del dictamen, el 25 de mayo de 2015, se le dio un valor de $1.191.925.550 (mil ciento noventa y un millones novecientos veinticinco mil quinientos cincuenta) El área de la servidumbre, de 12.030 M2, se avaluó en $37.902.360; por último se dijo que el avalúo del predio después de la servidumbre es de $750.219.960 y por tanto, presenta una pérdida de valor de $441.732.590 (folios 156 a 208).

7. De ese dictamen se dio traslado a las partes por el término de tres días (folio 221) y en tiempo oportuno el apoderado de la parte demandante lo objetó. 

8. Perito del IGAC designado por el juzgado para que presentara un nuevo dictamen, también describió por sus principales características el inmueble objeto de servidumbre, su área total y de la que se ocupará con la servidumbre, en términos semejantes a como se plasmó en el primer dictamen. A su trabajo se hará mención más adelante, siendo menester advertir, que puesto en consideración de las partes, el apoderado de la parte demandante expresó su inconformidad con él. 
9. De las dos pericias obrantes en la foliatura, se acoge la última, allegada para acreditar la objeción, prohijando la razón esgrimida por la falladora de instancia, al aducir que se ajusta más a la realidad en cuanto actualiza las sumas de dinero, pues en esencia los dos trabajos se estructuran en su fundamentación de la misma manera. Así entonces, el análisis se centra en la segunda peritación.

Se cuestionó en los reparos concretos, entre otros, la insuficiencia de la peritación avaluatoria para tasar el daño causado con la imposición de la servidumbre y que el monto determinado resulta excesivo, de tal modo que constituía un enriquecimiento sin causa. En la sustentación en esta sede, se insistió en reprochar el dictamen, sin ofrecer la debida argumentación que permitiera comprender el alcance del descontento, se declaró desierto lo atinente a las limitaciones del RETIE y la normativa aplicable. En todo caso, para la Sala mayoritaria resulta infundada la censura, al tenor de los razonamientos probatorios que enseguida se plantean.

En efecto, de entrada se advierte que mediante proveído del 22-10-2014 (Folio 59, cuaderno No.1), se ordenó la prueba pericial en comento, así: “(…) a fin de que ambos practiquen un avalúo sobre “los daños que se causen y tasen la indemnización a que haya lugar por la imposición de la servidumbre (Artículo 29 Ley 56 de 1981).”. Allí se delimitó el objetivo de la probanza: la concreción de los perjuicios y su cuantificación.

Para tal propósito se tiene que la experticia allegada por segunda ocasión, visible a folios 326 a 410, cuaderno principal, No. 2, señala como metodologías la de comparación o de mercado y costo de reposición, según el Decreto 1420 de 1998 (Reglamentado por la Resolución 620 de 2008), y si bien se excluyó de la alzada ese aspecto, indispensable es referirlo para comprender que es la única referencia existente para adelantar la gestión encomendada.

La referida resolución es reglamentaria de la Ley 388 de 1997 sobre ordenamiento territorial (Modificatoria de la Ley 9ª de 1989), contentivas todas de regulaciones particulares sobre avalúos, en especial para expropiaciones, como aduce el apelante, mas también es incontrastable, como admite el mismo actor, que no hay normas aplicables específicamente para avaluar servidumbres de conducción de energía eléctrica en Colombia. 
Ni la Ley 56 de 1981, ni su decreto reglamentario (2580 de 1985, hoy Decreto compilatorio No. 1073 de 2015), ofrecen normas y metodologías particulares para la servidumbre de marras. La doctrina especializada reconoce “Actualmente con el Decreto 1420 de 1998, esta labor puede ejecutarse con un mayor rigor. Este decreto, a pesar de no ser expedido para servidumbres propiamente, sí lo es para la valoración de inmuebles, por esto las servidumbres pueden favorecerse con esta regulación.” ARCE ROJAS, David. Los derechos  superficiarios en los proyectos de infraestructura.  Colombia [En línea]. Vniversitas. Bogotá (Colombia) N°114: 85-122, julio-diciembre de 2007 [Visitado el 2017-12-06]. Disponible en internet: revistas.javeriana.edu.co/index.php/vnijuri/article/viewFile/14590/11770
El parecer anterior fue tenido en la cuenta en decisión anterior y reciente, de una de las Salas especializadas de esta Colegiatura, para resolver un asunto semejante, de servidumbre eléctrica, concretamente en la sentencia del 15-12-2017; MP: Duberney Grisales Herrera.
Puestas así las cosas, no deviene caprichoso ni arbitrario que se acuda en forma analógica a esas regulaciones, pues existe un vacío que debe ser suplido, y en adición indiscutido es que, en términos jurídicos, son categorías conceptuales harto diversas la expropiación y la servidumbre, empero mal puede pasarse por alto que desde el punto de vista material, para el caso examinado las áreas de terreno ocupadas con la torre 80 y sus zonas de seguridad aledañas (Energizadas), han quedado sin posibilidad de explotación económica o provecho de cualquiera otra índole.

Y desde luego que tal aspecto resulta incidente en la tasación porque las zonas de seguridad, según la RETIE (Reglamento técnico de instalaciones eléctricas: Resolución No.90708 del 30-08-2013, Ministerio de Minas y Energía, vigente para la época), se definen (Artículo 13) conforme a la distancia de seguridad, que consiste en la mínima existente alrededor de un equipo eléctrico o de conductores energizados, necesaria para garantizar que no habrá accidente por acercamiento de personas, animales, estructuras, edificaciones o de otros equipos.

Evidente es que la denominación dada, zonas de seguridad, propende por la salvaguarda de la integridad de los seres vivos y los bienes, entonces, entendible luce que se restrinjan las actividades en tales espacios, y ello se traduce en su inutilización, más aún: por eso justamente, motivos de protección, se impuso como orden adicional a la autorización de la servidumbre, la prohibición de siembra de árboles que pudieran interferir las líneas de conducción o las instalaciones respectivas.

Al leer la pieza probatoria cuestionada, como atrás se dijera, anuncia como métodos empleados los de comparación o de mercado y costo de reposición, el primero a través de fijar el valor comercial del bien mediante un estudio de las ofertas o transacciones recientes y el segundo por medio de la estimación del costo total de la construcción a precios actuales, con bien semejante para después descontar la depreciación acumulada (Artículos 1º y 2º, Decreto 1420 de 1998 y Resolución 620 de 2008). Con estas nociones y confrontado el dictamen, esta Sala infiere que la estructuración de sus diversos componentes, fueron los aplicados para el caso y fueron debidamente explicados en el trabajo avaluatorio, como para inferir que son eficaces para la acreditación de los hechos tema de prueba.

Al inicio de la peritación se identifica el predio y se precisa su destinación económica actual (Ganadería, pastos de rotación, adecuaciones – establos, corral, apretadero, embarcadero, etc.); se indica que la visita se realiza del “08 a 11 de agosto de 2016” (Folio 328, cuaderno principal, No.2). A continuación se consigna la “información catastral”, con señalamiento del respectivo avalúo en cuantía de “1.054.112.00” (mil cincuenta y cuatro millones ciento doce mil) (Sic), después se observa una descripción general del sector donde se ubica el fundo “La Esmeralda”, que luce pertinente para la ponderación pecuniaria requerida; se hizo teniendo en cuenta: (i) la delimitación del sector, (ii) la actividad predominante, (iii) el desarrollo de la región, (iv) el nivel socio-económico, (v) su comercialización, (vi) la infraestructura vial, (vii) los servicios comunales disponibles, (viii) la accesibilidad a servicios públicos, (ix) la situación de orden público, (x) la perspectiva de valoración y (xi) la reglamentación urbanística del municipio (Transcrita en sus apartes, del Acuerdo No.28 del 10-12-2000). Se singulariza el bien reconociendo que tiene zona agrícola y pecuaria, así como un área suburbana. 

Continúa el peritaje con la extensión superficiaria (Con soporte en fuentes documentales, folio 336, cuaderno principal No.2), detalla el área de la servidumbre de la torre 80, construcción, altura, longitud, cableado, voltaje y área de “retiro” o seguridad (Folios 336 y 337, cuaderno No.2); luego se consigna la ubicación y linderos, se describen las condiciones topográficas, geométricas y climáticas, la tipología de suelos y sus recursos hídricos, entre otros. Adelante detalla las características generales y particulares de las construcciones existentes en el inmueble, donde hay una vivienda principal, otra para el casero, tres (3) cabañas, un salón de cabañas, ordeño y corral (Folios 343 a 347, cuaderno No.2).

Con especificidad delimita los metros cuadrados ocupados en el terreno, según el avalúo catastral, para un valor total “1.024.058.900” (mil veinticuatro millones cincuenta y ocho mil novecientos) (Folio 349, ibídem). Enuncia 17 consideraciones generales, del bien en particular, entre ellas: “13. Para determinar el justiprecio del inmueble se tomaron en cuenta: el método de comparación de mercado investigación indirecta. En la aplicación de este método se analizaron los indicadores de valor que se refieren a inmuebles con características similares al que se avalúa.” (Folios 349 a 350, ibídem), y luego mencionada como fuentes especializadas, para el efecto, “Fincaraíz.com,  inmobiliaria.com”.

Todas la información que empleada y consultada por el perito no amerita que se allegue con su respectiva acreditación al proceso, pues sería tanto como exigir “prueba de la prueba”; lo que ha de auscultarse es que se hayan empleado bases científicas, técnicas o artísticas y estén debidamente explicitadas, porque el profesionalismo le habilita para, según ese saber calificado, tener arbitrio o discrecionalidad, al momento de seleccionar las fuentes que estima son las útiles para soportar sus conclusiones, en el caso concreto sometido a su escrutinio. 

Es por lo dicho que el artículo 237, CPC, no solo permite que realice directamente experimentos, sino “(…) investigaciones que considere necesarias, sin perjuicio de que puedan utilizar auxiliares o solicitar por su cuenta el concurso de otros técnicos, bajo su dirección y responsabilidad”, además también la norma dispone: “3. Cuando en el curso de su investigación los peritos reciban información de terceros que consideren útiles para el dictamen, lo harán constar en éste (…)”; lo que resulta procedente para contradecir esa información, es solicitar la comparecencia de aquellas fuentes, pero eso aquí no aconteció.

Cuando la peritación acude a transcribir distintas afectaciones, como paisajísticas, ambientales, operacionales, uso de la tierra, etc., tiene un componente general que busca brindar elementos de base, pero luego se aplican al asunto examinado, así se lee en el folio 360, ibídem, cuando dice: “Cercanías de la instalaciones y construcciones a la línea de conducción. Estas construcciones del predio quedaron a menos de 50 metros de la torre No.80 y las líneas de transmisión (…)”, y esto para significar que hay exposición a campos electro-magnéticos en este evento.

Es razonable, entonces, que también se tenga en la cuenta que el cableado de energía atraviesa todo el predio, así se entiende la expresión “parte el predio en dos”, por ende, es una limitante no solo del espacio aéreo sino para las eventuales construcciones, porque ya cualquier explotación que se pretenda debe tenerlas en consideración, cuando antes existía absoluta libertad.

Así pues, una revisión analítica a la experticia utilizada para soportar los daños provocados con ocasión de la imposición de la servidumbre de energía eléctrica, se muestra idónea para colegir que es eficaz.
Oportuna aquí la doctrina judicial de la CSJ, en sentencia SC10291-2017, del 18 de julio de este año, cuando explica el basamento para sopesar el medio probatorio en comento, explica: “(…) Es que la tarea pericial debe explicitar la información y metodología empleadas, con una apropiada ilación lógica, que tenga sostén en las reglas, los métodos y procedimientos científicos o técnicos de la ciencia, la técnica o el arte que lo orienten y exhiban los perfiles propios de la objetividad y fuerza persuasiva que reclama el proceso judicial, pues de lo contrario deja traslucir una sola conjetura del perito, que de ese modo no puede ofrecer el conocimiento especializado requerido conforme a la respectiva área (…)”.
Todo lo disertado sobre la peritación atendido que visitó el terreno, incorporó fotografías para ilustrar, compiló antecedentes pertinentes y los aplicó al cálculo de reparación dineraria pedida, tuvo el auxilio de datos económicos, fuentes especializadas, con descripción de las particularidades del inmueble; diferenció las consecuencias negativas sobre la totalidad del predio por el demérito venal que implica la servidumbre y del espacio físico ocupado por la torre, según sus concretas dimensiones.

Adviértase que en la decisión pre-mencionada, de una sala especializada de este Tribunal, había advertido considerar en estas valuaciones, factores ambientales, paisajísticos y culturales, dado que los efectos nocivos de las construcciones necesarias de estos gravámenes, comprometen esos componentes (MONTOYA R., Jorge I. Estudio de prefactibilidad de la evaluación económica para la escogencia de la mejor alternativa en el trazado de servidumbres de paso de líneas de transmisión eléctrica en cualquier región de Colombia.  Colombia [En línea]. 2012), constituyen detrimentos susceptibles de estimación, se avienen al postulado de reparación integral, consagrado en el artículo 16 de la Ley 446 (Vigente para la época del litigio), cuyo enunciado prescribe: “Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales.”, revisado en constitucionalidad y declarado exequible con la sentencia C-114 de 1999, y hoy en vigor gracias a su consagración en el artículo 283, inciso final, CGP.

En suma, la probanza en comento tiene suficiente poder suasorio, por hallarla acorde a las pautas del artículo 241, CPC, dicho de manera extensa: tiene firmeza, cuenta con claridad y precisión, se observa calidad en sus fundamentos y proviene de persona idónea en la materia en la que conceptúa.

En este orden de ideas, el corolario imperativo para esta Superioridad es la confirmación de la providencia impugnada, habida cuenta de estimar infundado el recurso vertical empleado para combatirla, la que será adicionada para denegar la objeción al dictamen pericial, formulada en la fase de conocimiento. 
La parte demandante será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia, las que serán liquidadas en el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho que hará este tribunal, por auto posterior.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 16 de febrero de 2017, en el proceso sobre imposición de servidumbre legal de conducción de energía eléctrica, instaurado por la Empresa de Energía de Bogotá SA ESP, hoy Grupo Energía Bogotá S.A. ESP., contra la señora María Alicia Durán de Guerrero, ADICIONÁNDOLA para denegar la objeción que formuló la parte demandante al dictamen pericial.
SEGUNDO: Se condena a la parte demandante a pagar las costas causadas, a favor de la demandada, las que serán liquidadas en el juzgado de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho que hará este tribunal, por auto posterior.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se da por terminada.
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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